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taba a doila Omnen Amucbate¡ai y que el emplazamiento de la
parte perjudicada para la apelación se hace por medio de carta­
orden en las propias penonas ele los ioteresados.~o la
firma ele todos. Uama la atención aobre el hedlo de que el
Procurador en su comparecencia lIIIte e11uz¡ado el 4 de enero ele
1985 reciba UD talón por el importe ele las indénuri:r.acio y dalla.
lijados en la Sentencia dictada en la apelación sin que en tal
diligencia bap ninauna maniJiostación reIati\'ll a DO 1labe!" sido
emt>lazado y se dilate la presentación del m:urso de amparo baila
el f3 ele marzo de 1985. no obstante tener el citado Procurador, al
menos a partir de la indicada li:clJa, 4 de enero de 1985.
conocimiento ele la po.ible vulneración del c!er=ho fundamental
que ahora se invoca. Por otra~ entiende que los pmzptos de
la Ley de Er\iuiciamiento Criminal no se pronnncian en el sentido
que j)retende la recurrente. ya que el art. 182 dice que las
notificaciones, citaciones y emplazamientos podnin baoerse a lo.
Procuradores de la. partes. Y el arto 976 de la misma Ley emplea
la frase ......plazándose a los demás interesados>o. Y, por último.
habiendo tenido los interesados conocimiento de la vista de
apelación. podieron asistir a e1Ia, y si lo hubieran deseado,
comunicarlo a su Procurador.

8. De la. actuaciones recibidas elel Juzgado de Distrito de
Miranda de Ebro, resulta. para lo que interesa al presente recurso
que. interpuesto recurso de atJe1ación contra la Sentencia de dicIto
1uzgado de 19 de mayo de ¡984 por la representación del aeilor
López Riaño. dicho Jmpdo ordenó q"" se procediese al emplaza­
miento de la comunidad hereditaria de Julio Sáncbez Ganiz», por
carta-orden a11mpdo de Distrito de Andoain, el cuall1evó a cabo
el emplazamiento el 7 de noviembre de 1984 en las penoaas de
doña Maria del Carmen AmU:::=A~,viuda de 1ulio
Sáncbez y de sus hijos, lnm • Anl!el Maria ¡wLoaa Maria
S8nchez Amucbategui, comunidad hereditaria de' Iinad....
firmando las citada. personas, según a:nifica el .....te judicial
(folio 155 de las actuaciones del1uzgado de Distrito).

9. Por providencia de 17 de junio de 1987 la Sala acordó
seDalar el dio 24 del mismo .... y año para de1ibenciim Y fa1Io.

n. FUNDAMENTOS JUlUD1COS
l. La cnestión planteada en el presente recurso consiste en

determinar si la recurrente ha sufrido indefensión, vulneñndose
con ello el arto 24.1 de la Constitución, al no ser emplazada por
medio ele su Procurador en la apelación interpUesta por el
condenado contra una SenteDcia dietada en juicio de fidtaS, en el
que babla comparecido como perjudicada. La recurrente no ni....
y en las aetuaCtones remitidas por el1uzpdo de Distrito COIISIa de
manera fehaciente, como se aeilala en el antecedente núm. 7 de esta
Sentencia, que fue emplazada en Iimna penonal y directa; pero
afirma que ette emDlazamiento DO era ef I'I'OCedente. pues debió
practicarse por med10 de ID Procurador. Al no haberse hedlo asi.

16003 Sala~. Ra:ur>o de amparo mi",..., 215/1986.
Smrerraa nú"",", 109/1987. de 29 de junio.

La Sala Se¡unda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria llegué Cantón, Presidenta. don Anael Latorre Segura.
doR Fernando Garcfa·Moo y Gonzá1ez-Re¡ueraI, don Carlos de la
Vep Benayal, don Jesús Le¡nina ViDa J don Luis López Guerra.
Ma¡isuadol, ba pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la !ipDente

SENTENCIA
En el m:urso de amparo núm. 21511986, interpuesto por el

Procurador de 101 Tnbunales don Luis Paliar Arroyo, en nombre
y representación de don Serafln NavOlTo GarcIa y de su esposa,
doña Emma Castejón Artips, asistidos del Letrado don Ignacio
Zuauz EJgnezábal oontra Anta de la Sala de lo Qvi1 de la
Audiencia Territorial de Bilbao, de fecha 27 de noviembre de 1985.
que denesó tener por pre¡xuado el ll'CDlIO de casación que lo.
demandantes se proponlan interponer contra Sentencia de la
mi.ma Sala de 13 de noviembre de 198,.5, y oontra el Auto de la Sala
Primera del Tn1nma1 Supremo de JI} de enero de 1986, que
deaestimó el recurso de queja interpuesto contra el primero. Han
comparecido el Mini.terio Fiscal Yel Procurador de 101 Trlbunale.
don Santos de Gandari1Jas Carmona, en nombre f ¡epiesentación
de los demandados y apelados en el prooec!imlento civi1, don
Cipriano Urra Gallo y su esposa. doila Luisa Zalvideeoitia Der­
teano, asistidos del Letrado don Ignacio Beristáin Uriarte.)' ba sido
Ponente el Magistrado don Fernando Garcia-Mon y GonzáIez­
Re¡ueraI. quien expresa el parecer de la Sala.

la recmrente no Willpcaoci6 en la apelación sufriendo los perjuicios
Wi te¡¡pond'ientes.

2. El emplazamiento tiene como finalidad poner en conoci­
miento del interesado el término en que ba de comparecer. el
objeto del emplazamiento y el Juez o Tn1>una1 ante quien deba
hacerlo y otros dalas nccesarioo para defender sus derechos e
iotereses lea/timos (art. 175 de la L E. Crim.~ Su relevancia
conslitucional se funda en que tal conocimiento es necesario para
ejercitar esa defensa y por eDo este Tn1>unal ba insistido en que éste
y otros actos de comunicación judicial se realicen en forma que en
lo poIible lIeIUJ'e IU eficacia. Pero es evidente que d destinatario
de 010I actos es el interesado y el 1lecho de que la Ley autorice,
salvo excellci<>- que no son del caso, hacerlos a lo. Procuradores
de las ~aart. 182 de la L E. Crim.) no significa otra cosa que
la pos1bi' de informar a 100 interesados a través de .us
representantes en juicio, pero .i 100 interesados Ion informados=.1 personalmente es indudable que qlleda cumplida la

. del acto de comunicación y que el interesadn no puede
alegar indefensión si no bace caso del emplazamiento y no
compareoe ... tiempo y forma de acuerdo con él: Incluso en el caso
de la apelacióo de 100 juicios de faltas el art. 976 de la L E. Crim.
dispone que el emplazamiento se hará al «Fiscal Municipal, si
hubiere sido parte en eljuicio y a 100 demás interesad"",.
dispoaición, por otra parte,~ puesto que en este tipo de juicios
DO se requiere la representación por Procnrador.

3. De lo expuesto resul1a que la presente oolicitud de amparo
debe de ser desestimada, pues consta IOIÚn se ba dicho que la
recurrente fue emplazada personal y directamente, con todos los
requisitos leples y si no compareció en la apelación lo hizo por
pi'opia ::f,iFooa. sin que se baya producido vulueración alguna
del de a la defensa recooocido por el art. 24.1 de la
Constitución.

FALLO
En aleIICión a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.

POR LA AUTORIDAD QUE ¡.E CONFIERE LA CONSTITU­
ClON DE LA NAClON ESPANOLA,

Ha decidido:
Denepr el amparo ooIicitado por la Procuradora de los Tnbu­

nales doña Beatriz Ruano Casano\'ll en nombre de doña Carmen
Amucbate¡ui Atorrasagasti.

PlIbliqueae esta SenteDcia en el _in Oficial del Estadcot.

Dada en Madrid, a veintiséis de junio de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre Se­
gma.-Fernando Garcia-Mon y González-Regueral-Carlos de la
Vep Benayas.-Jesús Leguina Villa.-Lni. López Guerra-Firmados
y rubricados.

l. ANTECEDENTES
l. Por escrilO que tuvo entrada en este Tribunal el 26 de

febrero ele 1986, el Procurador de los Tnbuna1es don Luis Pulgar
Arroyo, en nombre de doD Serafln Navarro García y de su esposa.
doila Emi1ia Casle,jón Artillas. in\erpU50 recuno de amparo contra
Auto de la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Bilbao,
de 27 de noviembre de 1985, que denegó tener por preparado el
RCW'SO de caución que los demandantes se proponlan interponer
cootra Sentencia de la propia Sala, así como contra el Auto de la
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 30 de enero de 1986,
desestimatorio del recuno de queja iDtapuesto contra el Auto
anteriormente 1DeD1:km·do ,

En 1Últesis, se aIepn en el recuno los siguientes hecho.:
a) Los Iloy ¡ecwlenle. en amparo ejercitaron en el mes de

diciembre de 1982 acción de nulidad de contratos de compraventa,
fijando en el elCrito de demanda la cuanUa del procedimiento en
SSO.OOO peseIaI. 4lKIJÍil cantidades que~ en las escrituras
de com_talO de 101 dos inmuebles, ... los solos efecto. de la
cnantia 1itigi05lll>. aeilalando por ello como c:miento el de
juicio ordinario declarativo de mayor cuantia. parte demandada
admitió, sólo a tales efectos. el procedimiento y la cuantia,
quedando lijada por tanto la cuantia litigiosa con arreglo a lo
prevenido en el art. 489 de la Ley de EI\iuiciamiento Civil en la
redacción entonces viJente. a la que se atuvieron los recurrentes.

b) La demanda fue desestimada por Sentencia del Juzgado de
Primera Instancia núm. 3 de Bilbao. de 13 de diciembre de 1983.
confirmada en apelación por la de la Audiencia Territorial de 13 de
noviembre ele 1985. Corltra esta ú1tima Sentencia prepai1lron los
demandantes ll'CDlIO ele casación, declarando la Audiencia no
haber lugar a tenerlo por preparado, con base en lo dispuesto en
el art. 1687 de la Ley de Enjuiciamiento Civil reformada por la Ley
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34/1984, de 6 de agosto, por Auto de 27 de noviembre de 1985, que
fue confirmado en queja por el de la Sala Primera del Tribunal
Supremo dé 30 de enero de 1986.

2. En el recurso de amparo, después de analizar y combatir los
fundamentos jurldicos de los Autos impugnados con cita de la
jurisprudencia q.ue estiman de aplicación al caso, denuncian como
preceptos consUtucional.. infrinJidoslos arts. 24.1,14,9.3 Y 17.1
Y se alegan en apoyo de tales Infracciones, sustancialmente, los
siguientes fundamentos:

al El arto 1.687 de la L. E. C. en su actual redacción (Ley
34/1984, de 6 de lIIlosto), ..tablece que son susceptibl.. de casación
las Sentencias definitivas pronunciadas por las Audiencias en los
juicios ordinarios de mayor cuantía. En esta clase de juicio se dietó
por la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Bilbao la
Sentencia de 13 de noviembre de 1985 contra la que se preparó el
recurso; luego. por aplicación de esta norma, 510 necesidad de
interpretación, dicha Sentencia era susceptible del recurso de
casación preparado. A juicio de los recurrentes, no era procedente
aplicar el limite de los lre1 miUones de pesetas, pUe1to que e1la
limitación está impuesta por la Ley. exclusivamente, .JXlI? los
juicios de menor cuantía. Lo contono, es decir, el criteno de las
resoluciones impugnadas, entraña «UDa interpretación contraria al
estándar restrictivo que emana del arto 24 de la Constituci6u.
Estiman no aplicabl.. al caso las Disposiciones transitorias grimera
y segunda de la Ley 34/1984, pu..to que el párrafo 2.. de la
Disposición segunda se refiere sólo a casos de interpoSICIón del
recurso de apelación.

b) La aplicación retroactiva de las normas proce1al.. de la Ley
34/1984, concretamente, elevar a tres millones de pesetas la cuantía
para el acceso al recurso de casación de los pleitos que, como. el
presente, se hallaban en avanzado estado de tramitación de la
apelación interpuesta contra la Sentencia de primera instancia,
supone una restricción de derecbos contraria al art. 9.3 de la
Constitución y, por tanto, «al derecho fundamental contenido en
el arto 17 de la misma (derecho a la seguridad, en ..te caso, a la
seguridad jurldica»>. Estiman por eUo los recurrentes que «Wl1I
interpretación juridica que conduce a una colisión con dichos
preceptos (ans. 9.3 y 17.1 de la Constitución), no podria ser
cohonestada con los restrictivos cánones interpretativos que en
cuanto a las causas de inadmisibilidad de recursos, emanan
del an. 24 de la ConstituciÓn».

e) Por la misma razón. la interpretación jurídica que se
combate (la realizada por las resolUCiones recurridas), entraria
también en colisión con el principio de no discriminación procla~

mado en el arto 14 de la Constitución. Entienden los recurrentes que
se produciría esta infracción, «puesto que, habiendo entrado la Ley
de Refurma Procesal en vigor el dla 1 de septiembre de 1984, la
posibilidad de tener o no acceso al recurso casacional civil
dependería exclusivamente de Que el pleito, en su segunda instan­
cia, hubiera sido o no resuelto por Sentencia en unas fechas
anteriores o en unas fechas posteriores a dicho día l de septiembre
de 1984». Y no parece conforme al principio de no discriminación,
hacer depender el derecho a interponer el recurso de casación de la
celeridad con que unas u otras Salas despachen sus asuntos o del
volumen de trabajo que tengan. Se hace referencia a continuación
a la fecha en que se dictó por el Juzgado la Sentencia de primera
instancia -13 de diciembre de 1983-, para extraer la consecuencia
de que una tramitación de la apelación menos retrasada, hubiera
impedido la inadmisión del recurso declarada por las resolucion..
recurridas.

Debe, pu.., rechazarse esta interpretación, por contraria al arto
de la Constitución y porque vulnera también los ~non.. interpre­
tativos que emanan del arto 24.1 de la Constttuclón.

d) Alegan finalmente los recurrentes que si, a peoar de lo
sostenido en el recurso, se entendiera aplicable al caso con efectos
retroactivos la Ley 34/1984, de 6 de agosto, como bacen las
resoluciones impugnadas, esta Ley habría de ser aplicada en
blC?Q.ue. es de~ir, no sólo en 10 relativo a la eleva~ón de ~ cuantía
míDlma para lDterponer el recurso (art. 1.687), SIDO también en lo
concerniente al arto 489 de la misma Ley que, en orden a la
determinación de la cuanUa litigiosa para detenninar por eU.a la
clase de juicio, establece nuevas normas y. concretamentel modifica
la regla de dicho precepto sobre el valor de los bien.. mmuebl..
que, de ser el que constara en la escritura más moderna de
enajenación (a cuyo criterio legal se ajustaron los recurrentes),~
a ser el «valor actual de los mismos conforme a los precios
corrientes en el mercado•. De aplicarse esta regla con el mismo
efecto retroactivo con que se interpreta y aplica el límite mínimo
para el acceso al recurso de casación, es claro que sería procedente
dicho recurso, porque el valor real de los inmuebl.. objeto del
pleito es superior a los quince millones de pesetas, según resulta de
los autos y están conformes en ello ambas partes.

En virtud de todo 10 expuesto solicitan la estimación de la
demanda de amparo, la nulidad de las resolucion.. impugnadas, y

el restablecimiento de su derecho al recurso de casación que les ha
sido denegado.

3. Por providencia de 19 de marzo de 1986, la Sección Tercera
admitió a trámite el recurso de amparo y tuvo por parte en nombre
de los recurrenle1 al Procurador de los Tribunal.. don Luis Pulgar
Arroyo, y, de conformidad con lo dispuesto en el arto 51 de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC), requirió atenta­
mente al Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Bilbao, a la Sala
de lo Civil de la Audiencia Territorial y a la Sala Primera del
Tribunal Supremo, para que, o~nales o por testimonio, enviaran
al Tribunal las actuaciones judiciales y emp1azaran por término de
diez días a quienes hubiesen sido parte en el procedimiento, a
excepción de los recurrentes en amparo, para su personación ante
..te Tribunal si conviniere a su derecho ser parte en el proceso
constitucional.

Rccibidas las actuaciones remitidas por los órganos judicial.. y
personado en ..te proceso el Procurador de los Tribunales don
Santos Gandarillas Cannona en nombre de los demandados y
apelados ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Bilbao y
ante la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial, por I.'rovidencia
de 14 de mayo de 1986 la Sección acordó, de conformtdad con lo
dispUe1to en el arto 52.1 de la LOTe, dar vista de las actuacion..
a las parte1 personadas y al Ministeno Fiscal a fin de que dentro
del plazo de veinte días fonnulen las alegaciones que estimasen
procedentes.

4. El Ministerio Fiscal por escrito prese~tado el 15 de junio de
1986 concreta en dos puntos sustanciales la Infracción denunciada
res.,.cto del art. 24 de la Constitución: si la denegación del acceso
al recurso de casación por aplicación de la cuantía segú,:, la
normativa de la Ley de 6 de a¡osto de 1984, vulnera di~ho
precepto. y si el hecho de no tener en cuenta la nueva redaCCIón
del art. 489 de la L. E. c., supone contradicción ~n el principio
interpretativo constitucional de favorecer el eJel'ClClo de los dere­
chos fundamentales.

a) Respecto del erimer punto, recuerda el Ministerio Fiscal la
jurisprudencia del Tnbunal Constitucional en el sentido de que, si
bien el arto 24 de la Constitución comprende el derecho a utilizar
los recursos legal.. contra las resolucion.. judiciales, el legislador
es libre para la determinación del sistema impugnatorio y, salvo en
el orden penal, no hay vinculación constitucional en materia de
recursos. No puede hablarse, por tanto, de más derecho a la
in~sición de recursos que aquellos que se hayan ..tablecido por
ellegtslador en cada caso y para los procesos en que así se disponga.
y ..te criterio general .. aplicable al recurso de casación civil.
Pudo, pues, el l"JIislador modificar por la Ley 34/1984, de 6 de
agosto, los reqUisitos exigibles para la interpoSIción de dicho
recurso y regular en las Disposiciones transitorias, como lo hizo, el
régimen aplicable a los procesos en tramitación según el estado
procesal en que se ballasen al tiempo de su entrada en vigor.

Por otra parte, con cita tambi~n de la doctrina de este Tribunal,
alega <¡ue la determinación de la concurrencia en cada caso de los
~uiS1tos le¡ales para la interposición de los recursos, es materia
junsdicciowil atribuida por el arto 117.3 de la Constitución a los
órganos judiciales y, concretamente, coTTe1ponde a la Sala Primera
del Tribunal Supremo la verificación de dichos requisitos y la
decisión última sobre la admisión o inadmisi6n de los recursos de
casación ante eUa interpuestos.

Entiende el Ministerio Fiscal con base en lo expu..to, que el
acceso al recurso de casación que I.'ide el recurrente, aunque
existiera efectivamente al tiempo de imciane el proceso, no existía
al tiempo de dictarse la Sentencia en la apelación (13 de noviembre
de 1985), porque la Ley 34/1984 elevó la cuantfa a tres millones de
pesetas para el acCe10 a la casación y esta modificación, aplicable
al caso en virtud de la Disposición transitoria primera de dicba
Ley, hacia inexistente desde su entrada en vigor el recurso que
reclaman los recurrentes. No se trata, para el Ministerio Fiscal, de
un problema sobre retroactividad, porque el precepto de la Ley de
6 de a$.osto de 1984, se aplica en el momento procesal en que surge
la poSIbilidad de PJ'eP.81"lT el recurso, .. decir, cuando se dictó la
Sentencia de apelación y en ese momento la Ley vigente no
concedia el recurso de casación a los procesos de cuantía inferior
a lre1 minon.. de pesetas, sin que las partes, antes de dictarse dicba
Sentencia, vigente ya la Ley de Reforma Urgente de la L. E. C.,
hicieran alegación alguna sobre la cuantía del proceso <¡ue habían
fijado en 850.000 pesetas Y por ella se seguía la tranutación del
mismo.

b) El segundo punto a que se refiere el Ministerio Fiscal en sus
alegacion.., .. el relativo a si entraila una interpretación parcial de
la Ley 34/1984, la que hace la resolución recurrida de entender
aplicable al caso el art. 1.687 de dicha Ley <¡ue limita el recurso de
casación a los procesos de cuantía supenor a tres minon.. de
pesetas y, en cambio, no hace lo mismo respecto al ano 489 de la
citada Ley que establece nuevas reg1as para la determinación de la
cuantia de los procesos con arreglo a los cuales, por referirse al
valor real de los bien.., corresponderla el recurso en el presente
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caso. No lo entiende asf el Ministerio Fiscal, porque el momento
procesal~ la detenninaci6n de la euantfa, era y es el de la
ementae16n de la demanda (art. 490 de la L. E. c,). En ella la
fijaron los demandantes, como reconocen en el recurso de amparo,
y as! fue admitida por los demandados. Y como no hay otro
momento procesal para su determinaci6n, ni las partes hicieron
observación alguna al respecto al entrar en vigor la reforma de la
L. E. C., a dicha euantfa hay que atenerse en virtud de la normativa
aplicable y de lo establecido en la Disposici6n transitoria primera
de la Ley 34/1984. La reforma que hizo esta Ley del arto 489 de la
L. E. C., relativa a las teglas para fijar la cuanlíll de los diferentes
procesos según las acciones ejercitadas en los mismos, está referida
al momento procesal de la lniciaci6n de los litigios y, por tanto,
salvo DispoSlci6n transitoria que estableciera otra cosa -y este no
es el caso-, su aplicación sólo ha de hacerse en los procedimientos
incoados con posterioridad a su entrada en vigor.

El Ministeno Fiscal, cita el Auto de este Tribunal 677/1985, de
13 de noviembre, para cerrar su aIJUmentaeión en relación con esta
materia, recordando que en el mISmo se dice que el problema de
determinaci6n de la euantfa carece de incidencia COnstltucional que
permita al Tribunal intervenir en ella.

e) Finalmente se refiere el Ministerio Fiscal en sus alepci<>­
nes, a la infracci6n del art. 14 de la Constituci6n que tambIén se
denuncia en el recurso. Entiende que no puede acoserse esta
supuesta vulneración por dos razones: porque no se aporta el
término de comparaci6n que permita examinar la desiJUaldad que
se alega; y porque el tema de que el retraso en la tramitaci6n de los
procesos, que podria producir una desi¡ualdad no imputable a las
partes, no afecta al arto 14 de la Constituci6n, sino al contenido
ael arto 24 y los recurrentes, en momento alguno de la tramitaci6n
del procedimiento, señalaron el retraso a que abora, sin base firma
para ello, pretenden atribuir unas conaecuencias relacionadas con
el principio de i¡ualdad queDO &Uardan la relaci6n invocada.

Por todo ello, el Ministerio FISCal solicita la desestimación de
la demanda de amparo por DO incurrir las resoluciones recurridas
en las violaciones alegadas por los recurrentes.

5. El Procurador de los Tribunales don Santos GandariI1as
CarmODa, en representaci6n de los demandados en el proceso civil
Yrecurridos en este amparo constitucional, con fecha 14 de junio
de 1986, presentó el escrito de alepciones, oponiéndose al recurso
y solicitando su desestimación en virtud de los hechos y fundamen­
tos juridicos que le resumen I continuación:

a) Expone en primer lupr los antecedentes del caso y. entiende
que este recurso es un medio más de prolon¡ar la ocupacl6n por los
recurrentes del piso sito en la Alameda de Recalde, núm. 44, de
Bilhao en el que tienen su vivienda, que fue objeto de uno de los
contratos de compraventa cuya nulidad han pretendido en el pleito
del que dimanao las resoluciones recurridas y que ocupan en
¡>recario desde que se dict6 por la Sala de lo Civil de la Audiencia
Territorial de aquella capital, la Sentencia de 13 de noviembre de
1985 que desestimaodo la apelación, confirm6 la dictada por el
Juzgado Cle Primera Instancia núm. 3 de Bilbao el 13 de diciembre
de 1983. Alude el escrito al procedimiento de desahucio en precario
promovido contra los recurrentes con hase en la Sentencia firme de
13 de noviembre de 1985, Y estiman que el recurso de amparo
tiende a dilatar los efectos de dicha Sentencia y a mantener la actual
situaci6n de ocupación de la vivienda, sin base ni derecbo alguno
para ello.

b) Es cierto que, como exponen los recurrentes en su escrito.
en la demanda por ellos planteada ante el Juzgado de Primera
Instancia núm. 3 de Bilbao, sobre nulidad de los contratos de
compraventa celebrados por los recurrentes como vendedores con
los demandados, actuales recurridos en amparo, como comprad~
res, fijaron la cuantía del pleito en la cantidad de 850.000 pesetas,
haciendo constar expresamente que lo baciao a efectos procesales
y de la clase del procedimiento a seauir, es decir, del juicio de
mayor caantfo por el que debla tramitarse el proceso. Los deman­
dados se mostraron conformes, exclusivamente a efectos procesa­
les, con la cuantía señalada por los actores para la tramitaci6n del
pleito Y as! se sustanci6 éste, de confOrmidad con lo dispuesto en
el arto 491 de la L. E. C., sin que en ningún momento las partes
formularan objeci6n aIauna sobre la cuantfa del proceso quellabla
quedado fijada de conformidad con la Ley entonces vigente.

e) De conformidad con esos antecedentes, el Auto del Juzgado
de Primera Instancia núm. 3 de Bilhao, de fecha 27 de noviembre
de 1985, que acord6 no tener por preparado el recurso de casaci6n
anunciado por los recurrentes contra la Sentencia de 13 de
noviembre anterior, se ajustaba plenamente a 10 dispuesto en el art.
1.687. 1.0 de la L. E. C, reformada por la Ley 34/1984, vigente
desde el I de septiembre de 1984, que establecia el limite de tres
millones de pesetas para recurrir en casaci6n. En el citado Auto, la
Audiencia Territorial de Bilbao estima inadmisible <da argucia de
afirmar que la euantfa se fij6 a los solos efectos de determinar la
clase de procedimiento a seguir, pues tal fijaci6n -añade el Auto­
ha de entenderse a todos los efectos legales, sin reserva alguna,

máxime cuando la determinaci6n se efectu6 conforme al arto 489
(antiguo) de la Ley Procesal, aunque de los datos de los Autos se
pueda deducir una cuantía superior, sin que la denegación del
recurso represente conculcaci6n alguna del arto 24 de la Constitu­
ción, sino el sometimiento a UDas normas adjetivas de procedi­
miento». Y estos razonamientos admitidos y reforzados por los
que se contienen en el Auto del Tribunal Supremo, de fecha 30 de
enero de 1986, que desestim6 el recurso de queja interpuesto por
los recurrentes contra el de la Audiencia de Bilhao, por ser de
aplicación al caso Y estar correctamente fundados en Derecho,
hacer inviable el recurso de amparo que los recurridos conSIderan
como un medio para dilatar más aún la entrega a sus legítimos
titulares de la vivienda que ocupan sin derecho alguno para ello.

d) A continuaci6n los recurridos combaten cada uno de los
argumentos al~os por los recurrentes en su demanda de amparo
y oponen a la jurisprudencia por ellos citada la que estiman como
más atinante al caso. No reproducimos toda la argumentaci6n en
que fundan su petición de desestimación del recurso, porque es
coincidente en lo esencial con la expuesta por el Ministerio Fiscal
con la misma finalidad, que ha quedado recosida en el aoteeedente
3.° de esta Sentencia.

Solicitan con hase en todo lo expuesto, se dicte Sentencia
declarando DO haber lugar a estimar el recurso de amparo,
desestimando lntegramente las pretensiones de la parte recurrente,
«con expresa imposici6n a ~sta de las costas y gastos del procedi­
miento».

6. El Procurador de los Tribunales don Luis Pu\gar Arroyo, en
nombre de los recurrentes en amparo, presentó el 16 de junio de
1986 el escrito correspondiente, en el que da por reproducidas las
alepciones expuestas en su escrito iDicial y hace una especial
referencia a la STC 55/1986, de 9 de mayo (recurso de amparo
100/1985), de la misma Sala que, en su fundamento juridico 1.0,
concreta la filcultad revisora del Tribunal «respecto de los Juzgados
y Tribunales que, en la interpretaci6n y aplicaci6n de la legalidad
ordinaria, hayan abocado en decisiones de inadmisi6OJo.

Finalmente reitera en este escrito lo ya alegado en el recurso,
n:specto del razonamiento contenido en el Auto del Tribunal
Supremo que dice: «La cuantfa deIpleito se fij6 por la propia~
abara recurrente en la cifra de 850.000 pesetas y no le es licuo el
separarse de ella para acceder a la casaci6D». Entiende que la
expresi6n transcrita ....tá relacionada con el principio de que a
nadie le es permitido ir contra sus J?l::opios actos, por ser atentatorio
contra la buena fe, a todos exigible». Y estima inaplicable esta
doctrina, porque al fijar la citada cuantfa en el escrito de demanda
.... limit6 a aplicar la norma prevenida en el art. 489, entonces
vigente (diciembre 1982), de la Ley de EIliuiciamiento Civil». No
le trala, pues, de un acto propio, sino de acatar lo establecido en
una norma lega\.

Solicita por todo ello, se dicte Sentencia, dando lugar al recurso
de amparo conforme lo pedido en el escrito de interposición del
recurso.

7. Con fecha 4 de febrero de 1987, el Procurador de los
recurrentes presentó escrito en el Q.ue, en síntesis, rxpuso lo
siguiente: que con base en la Sentenel& dietada por la Sala de lo
CIvil de la Audiencia Territorial de Bilbao, de fecha 13 de
noviembre de 1985, objeto del recurso de casaci6n que se ha
inadmitido por las resoluciones de dicha Sala y de la Sala Primera
del Tribunal Supremo impugnadas en este recurso de amparo, los
demandados a filvor de Jos cuales se dict6 aquella Sentencia «por
su carácter de Sentencia firme que basta abara viene ostentando»,
promovieron ante el Juzgado de Distrito núm. 3 de Bilbao, juicio
de desahucio en precario (núm. 247/1985) contra los recurrentes en
este recurso de amparo, en el que se dict6 Sentencia por el Juzgado
de Distrito, estimando la demanda y condenando a don Serafin
Navarro GarcIa y a doña Emilia Caslej6n Artips, a 'l.ue desalojen
la vivienda de Alameda de Recalde, núm. 44, piso 3. derecha, de
Bilbao. Contra esta Sentencia interpusieron recurso de apelaci6n
ante la Secci6n Se&unda de la Audiencia Provincial (rollo
120/1986), que ha seíÍa1ado la vista de la apelaci6n para el dia 18
de febrero de 1987. Con base en estos hechos y porque de estimarse
este recurso de amparo no seria firme la Sentencia que ha motivado
la dictada en el procedimiento de precario, se solicit6 por los
recurrentes se adelantara en este recurso el señalamiento para
deliberaci6n y votaci6n.

Por medio de otrosi, en el mismo escrito se solicitó que, caso
de no accederse al adelantamiento del señalamiento, se acordara la
suspensión de las resoluciones recurridas en este recurso de amparo
y que, en IU caso, se notificara dicha suspensión a los órganos
judiciales que conocen del procedimiento de desahucio en precario
para que por los mismos se suspendiera la ejecuci6n de la Sentencia
dietada en dicho procedimiento.

8. La Secci6n, por providencia de II de febrero de 1987,
acordó improcedente acceder a 10 solicitado en el cuerpo de dicho
_escrito «en orden al señalamiento para deliberación y votación del
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presente recurso, por no corresponder en tumo»; Y. dé confonnidad
con lo solicitado en el otrosi, formar la pieza separada para
sustanciación del incidente de suspensión.

En la pieza separada de .uspen.ión, una vez tramitado el
incidente, se acordó suspender la ejecución de los Autos recurridos
en el presente recurso de amparo y que se notificara la suspensión
acordada al Juzgado de Distrito núm. 3 de Bilbao para que, a .u
vez, suspendiera la ejecución de la Sentencia firme que se dicte en
el procedimiento de desahucio en precario seJUido ante el mismo
contra los recurrentes en amparo, previa caución en cuantía de un
millón quinientas mil pesetas que habrían de pre&tar los recurrentes
para responder de los daños y perjuicios que se ocasionen a los
demandantes en el proceso de desahucio por la suspensión acor­
dada.

9. Por providencia de 10 de junio de 1987 se acordó señalar
el día 17 siguiente para deliberación y votación del presente
recurso.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. La Ley 34/1984, de 6 de asosto, de Reforma Urgente de la
Ley de Enjuiciamiento Civil, introdujo, entre otras, las siguientes
modificaciones relacionadas con el problema planteado en este
recurso de amparo: El arto 483 eleva el valor de las demandas para
que sean tramitadas por las reglas del juicio de mayor cuantla, a
aquellas cuyo interés económico exceda de cien millones de pesetas
(en la Ley reformada el valor había de exceder de 500.000 !?"setas);
el arto 484.1 eleva el valor de las demanda. para los JUIcios de
menor cuantía, a aquellas que excedan de 500.000 pesetas y no
pasen de cien millones (los límites en la Ley anterior eran entre
50.000 y 500.000 pesetas); el art. 489 modifica las reglas para
calcular el valor de las demandas y, por tanto, la cuantía y la clase
de juicio y, concretamente, la regla "-, relativa al valor de los
bienes muebles o inmuebles, dispone que -se estará al valor actual
de los mismos conforme a los precios comentes en el mercado o
en la contratación de bienes de la misma clase...» (en la regla 6.' del
mi.mo artículo de la Ley reformada el valor de los inmuebles se
calculaba «por el que conste en la escritura más moderna de
enajenació",,); y el art. 1.687 di.pone que oson susceptibles de
recurso de casación: 1.° Las Sentencias definitivas pronunciadas
por las Audiencias en los juicios declarativos ordinarios de mayor
cuantía y en los de menor cuantía. .. en los que la cuantía exceda de
tres millones de pesetas...» (en la Ley anterior el recurso se daha
contra las Sentencias dictadas en los Juicios de may~r cuantía y en
los de menor cuantía cuando ésta excediera de 300.000 pesetas).

En las Di.po.iciones transitorias de la Ley 34/1984, se regula su
aplicación a los procedimientos en curso, mediante una regla
general -Dis{lOsición transitoria primera- y divenas normas espe­
ciales o partIculares que tienen en cuenta el estado del procedi­
miento en relación con las modificaciones introducidas. La regla
general dice que «en lo no previsto por las Disposiciones transito­
rias siguientes, las actuaciones promovidas antes de la entrada en
vigor de esta Ley continuarán sustanciándosc por las normas
vigentes al tiempo de su iniciaciÓn». Y en la Disposición transitoria
segunda se establecen, entre otras excepciones a la regla general, la
siguiente relativa a los recursos: «Terminada la instancia en que se
hallen, los recursos que sc interpongan se sustanciarán de conformi­
dad con las modificaciones introducidas por esta l.ey».

Esta es la normativa de la nueva Ley que, como hemos recogido
en los antecedentes, aplican las resoluciones impugnadas en la
siguiente forma: terminada la instancia en que se hallaba el proceso
(apelación int".X~~~ta por los demandantes) por Sentencia desesti­
matoria de la de 13 de noviembre de 1985, Yvigente desde
elide septiembre de 1984 la Ley 34/1984, el recurso de casación
preparado por los recurrentes (actuales demandantes de amparo)
contra dicha Sentencia, no fue admitido a trámite por la Sala de
Bilbao por aplicación, de acuerdo con la Di.posictón tran.itoria
segunda, de la modificación introducida en el arto 1.687, teniendo
en cuenta para ello que la cuantía por la que se habia tramitado el
procedimiento -850.000 pesetas-, no superaba la cifra de tres
millones de pesetas que ahora exigía aquel precepto para que la
Sentencia fuera sus:ccptible de casación. Este mismo criterio man­
tiene el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de fecha 30
de enero de 1986, que, desestimando el recurso de queja, confinnó
el de 27 de noviembre de 1985 de la Audiencia Territorial de
Bilbao.

Los recurrentes impUgnaD en amparo estas resoluciones con
base, principalmente. en la interpretación que, a su juicio, ha de
~se en materia de recursos al arl 24 de la Constitución, según la
Jurisprudencia que citan de este Tribunal. Porque si bien es cierto
que la cuantía del pleito se fijó en la demanda en la cifra de 850.000
pesetas. se hizo, exclusivamente. y así se dijo en la demanda. a
efectos procesales y de la clase de juicio (mayor cuantía) por la que
había de sustanciarse el procedimiento. y en estos términos, «solo
a efectos procesales y del juicio procedente~,estuvieron de acuerdo
los demandados con la cuantía señalada. porque ambas partes

estaban conformes y así resulta acreditado en los autos, que el valor
real de las fincas objeto del litigio superaha con mucho el limite de
los tres millones de pesetas que la nueva Ley señala para el acceso
al recurso de casación.

Por esta circunstancia de la verdadera cuantla del litigio; porque
en la nueva Ley se autoriza el recurso de casación para las
Sentencias definitivas que se dieten en los juicios de mayor cuantla,
y en e.ta clase de juicio se dietó la Sentencia de 13 de noviembre
de 1985; Yporque, en fin, la nueva Ley modifica también las reglas
del art. 489 para la determinación del valor de las demandas y con
arreglo a ellas correspondería el recurso de casación, debIendo
aplicarse en su conjunto y no parcialmente la nueva normativa,
solicitan los recurrentes la nulidad de las resoluciones impugnadas
y el re.tablecimiento de .u derecho a la tutela judicial efectiva que
garantiza el arto 24.1 de la Constituci6n, del que se les ha privado
por la inadmi.ión a trámite del recurso de casación preparado
contra la Sentencia de 13 de noviembre de 1985, dictada por la
Audiencia Territorial de Bilbao.

2. Antes de examinar, desde el punto de vista constitucional,
cada uno de los argumentos alegados por los recurrentes en apoyo
del amparo que solicitan, conviene precis¡u- la doctrina de este
Tribunal sobre el recur$O de casación en relación con la tutela
judicial efectiva garantizada por el arto 24 de la Constitución,
puesto que, una y otra parte y también el Ministerio Fiscal, citan
dicha doctrina para mantener sus respectivos criterios. En las
Sentencias que se invocan y también en las más recientes SSTC
81/1986, de 20 de junio, dictada por el Pleno en el recurso de
amparo 121/1985, y en las de 24 de octubre de 1986 (RA 112/85),
5 de noviembre de 1986 (RA 22/86) y 13 de noviembre de 1986
(RA 173/85) los tres puntos que, principalmente, sobre esta materia
ha declarado el Tribunal, son:

al El derecho que garantiza el art. 24.1 de la Constitución,
consiste en obtener de los órganos judiciales competentes a través
de los procedimientos legalmente e.tablecidos (art. 117.3 de
de la C.E.), una resolución fundada en Derecho a las pretensiones
formuladas ante los mismos. y. en estos mismos términos comprende
el derecho a utilizar los recursos ordinarios y extraordinarios,
incluido el de casaCIón, en los casos y con los requisitos legalmente
previstos. Pero el derecho a este recurso y, en general, af sistema
lmpupatorio, salvo en el orden penal, no tiene vinculacion
consUtucional. El legislador es libre, por tanto, para determinar .u
configuración, los casos en que procede y los requisitos que, dada
su naturaleza extraordinaria y pnncipal finalidad a que responde de
uniformidad en la aplicación de la Ley, han de cumplirse en .u
formalización.

b) La decisión sobre el cumplimiento de estos requisitos y la
comprobación en cada caso de la concurrencia de las exigencias
materiales y formales J>811I: la admisión o inadmisión del recurso, es
competencia jurisdiCCIonal atribuida, exclusivamente, a los órganos
judiciales por el arto 117.3 de la Constitución. Concretamente,
respecto al recurso de ca&ación en el orden civil, es la Sala Primera
del Tribunal Supremo la competente para verificar, en último
término, si sc han cumplido o no los requisitos legales y ~ctar, en
consecuencia, la resolución que corresponda sobre la admisión del
recurso.

c) Ahora bien, como el recurso de casación constituye en los
términos regu1ados por la Ley, un medio del que pneden servirse
las partes para obtener la resolución definitiva en los procesos que
lo admiten, el acceso a este recurso está comprendido en la tutela
judicial efectiva garantizada por el arL 24.1 de la Constitución. Por
tanto. si la inadmisión del recurso lesiona este derecho fundamen­
ta!, corresponde· a la jurisdicción constitucional. a través del
recurso de amparo, el restablecimiento del derecho vulnerado. La
revisión por el Tribunal Constitucional de lo resuelto sobre
admisión por el Tribunal Supremo se limita, por tanto, a los casos
en que carezca manifiestamente de justificación la inadmisión
declarada o resulte más proporcionado al requi.ito omitido o
defecto observado el remedio de .u subsanación. Es decir que, en
esta materia de admisión o inadmisión del recurso de casaC1Ón, es
aplicable la reiterada doctrina. de este Tribunal, según la cual, no
toda irregularidad formal puede erigirse en obstáculo para la
prosecución del juicio, sino que habrá de estarse a la finalidad a que
responden las normas de ordenación del proceso y no convertirlas
en meras formalidades impeditivas de su prosecución. Para decirlo
con palabras de la STC 57/1984, de 8 de mayo, «el derecho a la
tutela judicial efectiva no puede ser comprometido u obstaculizado
mediante la imposición de formalismos enervantes o acudiendo a
interpretaciones de las normas que regulan las exigencias formales
del proceso, claramente desviadas del sentido propio de tales
exigencias o requisitos interpretados a la luz del art. 24.1 de la
Constitución.»

Pues bien. con basc en la doctrina expuesta en los apartados
anteriore&, es claro que el legislador podía introducir, como lo hizo,
en la regulación del recurso de casación, las modificaciones
establecidas en la Ley 34/1984, de 6 de agosto; que podla,
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asimismo, regular en ella las normas transitorias para su aplicación
a los procesos en curso, y que correspondía tanto a la Sala de lo
Civil de la Audiencia Territorial de Bilbao, como a la Sala Primera
del Tribunal Supremo, decidir sobre la admisión o inadmisión del
recurso, COD arreglo a la normativa que estimaran aplicable al caso.
Las resoluciones recurridas entendieron, y asi se razona en las
mismas, que de conformidad con el an. 1.687.1, de la Ley
reformada, en relación con su disposición transitoria SCfUDda, no
orocedla admitir a trámite el recurso de casación prcparaao, porque
la cuantla por la que se habla scsuido el procedimiento no superaba
la cifra de tres millones de pesetas que para el ac:ceso a dicho
recurso se fijaba en el citado artículo de la L.E.e. y este es el
problema que, planteado en el recurso de amparo, pasamos a
examinar en los fundamentos siguientes.

3. Por tres motivos, principalmente, relacionados con el arto
24.1 de la Constitución, y su interpretación a la luz de la
jurisprudencia examinada, se impugnan las resoluciones recurridas.

a) Sostienen los recurrentes, en primer lupr, que con arrc¡Io
al an. 1.687.1, de la Ley reformada, «son susceptibles de recurso de
casación, las Sentencias definitivas pronunciadas por las Audien­
'"as en los juicios declarativos ordinarios de mayor cuanlfa», y
como en esta clase de juicio se dietó por la Audiencia de Bilbao la
Sentencia de 13 de noviembre de 1985, contra la que se preparó el
recurso, resultaba ~te procedente, sin necesidad de acudir a
~na otra norma. No puede admitirse esta impugnación, porque
-repetimos-, la aplicación de las normas y su interpretación sobre
la admisión o inadmisión del recurso corresponde a los óJ1lUlOS
judiciales de la jurisdicción ordinaria (art. tl7.3 de la Constitu­
ción), y sólo si ",sulta imlzonable, arbitraria o excesivamente
ri¡onsta dcade un plano meramente .orma!, puede ser revisada por
este Tribunal. Y ~te no es el caso. El an. 1.687.1, de la nueva Ley,
lo aplican las resoluciones recurridas, en relación con el an. 483 de
la misms, y uno y otro en razón de lo prevenido en la Disposición
transitoria segunda, según la cual «terminada la instancia en que se
hallen los recursos que se interpongan, se sustancianln de confurmi­
dad con las modificaciones introducidas por esta I..ey». Entre estas
modificaciones está la del apartado 1.0 del arto 483, Y según el cual
.... decidinin en iuicio de mayor cuantla las demandas cuyo valor
o in~ econónuco exoeda de cien millones de pesetas». Interpre­
tar que 6ste es el juicio de mayor cuantla a que se refiere el an.
1.687.1, de la nueva Ley, no puede considerarse imlzonable o
arbitrario. Es, por el contrario, consecuencia obli¡ada de una
interprelación SIStemática de la Ley reformada, e incluso del mismo
apartado 1.0, en su totalidad, del art. 1.687. Porque si en 61 se dice
que las Sentencias dietadas en los juicios de menor cuantla son
tambi6n susceptibles del recurso de caaación cuando 6sta exoeda de
tres millones de pesetas, es claro que los juicios a que la norma se
está refiriendo es a los determinados en los arts. 483 Y 484 de la
nueva Ley, con independencia de la cuantla que anteriormente
correspondiera a los mismos. No es pues, irrazonable entender.
como hacen las resoluciones imse'gnades, que el legislador quiso
vedar la casación a los asuntos cuantía inferior a tres millones
de pesetas, y que lo hizo a partlr de la entrada en vigor de la nueva
Ley, respecto a los recursos que «terminada la instancia en que se
halleD, se interpusieran vigente la nueva normativa.

b) En ."do lupr, hacen hincapi610s recurrentes en el valor
real de los bienes inmuebles objeto del pleito. Reconocen que «8
efectos procesales y de la clase de procedimiento», fijaron en la
demanda la cuantla de 850.000 pesetas, Yque sólo a esos efectos fue
admitida por los demandados, pero ambas partes estaban confor­
mes, y asl resulta de los Autos, que el valor de los bienes en litigio
excedla de los doce millones de pesetas. El hecho, en uno y otro
.-ntido, aparece como cierto de las alepciones de ambas partes y
de las pruebas obrantes en las actuaciones.

Digamos, ante todo, que el derecho a la tutela judicial efectiva
que reconoce el arto 24.1 de la Constitución es garantla de todas las
partes del proceso, y no sólo de una de eUas. No puede, por tanto,
aplicarse a uno de los interesados en detrimento del otro. Porque
este derecho consiste, como tantas veces ha declarado el Tribunal,
en obtener de los órganos judiciales una resolución fundada en
Derecho, «según las normas de competencia y procedimiento que
las leyes establezcan» (an. 117.3 de la Constitución). Las normas de
procedimiento son claras al respecto: En los arts. 490, 491 Y492 de
la L.E.C. se determina que en la demanda .... fijarli con precisión
la cuantía objeto del pleito» (art. 490); que a lo solicitado por el
actor habrá de estar el Juez para dar al Juicio la tramitación que
corresponda (art. 491), Y que el demandado «CUlIIldo no se
conforme con el valor dado a la cosa litigiosa o con la clase de
juicio propuesto por el actol», podrli expresarlo asl (art. 492), Y se
abre entonces el mcidente que previene la Ley. En este caso, por la
conformidad de ambas partes, no se tramitó incidente para la
fijación de cuantla distinta a la propuesta por los demandantes. Así
se tramitó todo el proceso, sin que pUdieran los órganos judiciales

modificar la cuantla que habla quedado establecida por las partes
en la forma que determinan los preceptos citados.

Es cierto que en la nueva Ley, según hemos visto, se modifican
las reslas que para calcular la cuantla de las demandas establecla
el an. 489 de la L.E.C., pero sobre esta modificación, nada especial
prev6n las Disposiciones transitorias de la Ley 34/1984, en refación
con los procesos en tramitación a su entrada en vigor. Por tanto,
estimar de aplicación en esta materia la regla scnersl establecida en
la primera de dichas disposiciones, como sostienen en su funda­
mentación las resoluciones impl!&J1sde- no puede considerarse una
interpretación imlzonable o arbitraria.Ha de estarse, por eUo, a lo
decidido por la Sala Primera del Tribunal Supremo, de conformi·
dad con la doctrina de este Tribunal a que nos hemos referido en
el fundamento jurídico _do de esta Sentencia.

cl Los recurrentes, como posición subsidiaria, entienden que,
de admitirse el crlteno de las resoluciones recurridas sobre la
aplicación al caso de la nueva normativa procesal, debi~ bacersc
con la misma amplitud de la reforms, y no hacerlo l1"J'Cialmente,
aplicando el nuevo texto y las nuevas cuantias para la mterpoSlclón
del recurso de caaación, y dejando de aplicar las nuevas regJas de
valoración contenidas en el an. 489, para adaptar a e1Jas la
procedencia del recurso.

Es pues el mismo tema que hemos ~tado al fin!il ~I apartado
anterior, pero enfocado abora dcade una mterpretaelón mtegradora
y coherente de todos los preceptos reformados.

Este _mento seria razonable e incluso procedente si, con·
forme ha ,\Iuedado expuesto en el apartado a) del fundamento
jurídico 2. de esta Sentencia, el derecho al recurso de caaación
estuviera vinculado para ellq¡isJador al an. 24.1 de la Constitu­
ción; mas, como no es asi, y según hemos dicho, salvo en el orden
jurisdiccional penal, ellOBisJador es libre para resuJar la proceden­
cia. requisitos y formalidades del recurso de caaación, es obvio que
no estaba impedido por la Constitución, y mlis concretamente, por
los derechos fundamentales susceptibles de amparo constitucional
-únicos cuya salva¡uarda JlCl1I).ite este recurso-, para establecer en
las disposiciones transitonas el r6gimen de aplicación de la nueva
Ley a los procedimientos en curso. Pudo, efectivamente, hacerlo
con mayor amplitud o de manera diferente a la que se establece en
dichas disposiciones transitorias. pero el juicio de constitucionali­
dad no lo es de t6cnica 1000sJativa, ni tampoco, como ya hemos
dicho, permite a este Tribunal, revisar o rectificar interpretaciones
que corresponden a la jurisdicción ordinaria y, concretamente, en
materia del recurso de caaación civil, ala Sala Primera del Tribunal
Supremo.

d) Finalmente, combaten los recurrentes la doctrina de los
actos propios que, a su juicio, ha sido aplicada por el Auto de la
Sala Primera del Tribunal, para desestimar el recurso de queja. El
tema no tiene dimensión constituci0n.at... y, por eUo, no puede
entrar en 6~ conforme al an. 54 de la LUTC, este Tribunal. MIis
conviene decir que el hecho de haberse lIl:OJlido los demandantes
para la fijación de cuantla del pleito, a la re¡Ia sexta del arto 489 de
la L.E.C. anterior a la reforms, no era una obliP.ción ineludible
para los mismos, puesto que, a.P."f!C otras coDSldcraciones, si el
proceso estaba referido a la nulidad de las escrituras de compra­
venta, no atenerse al precio fi¡urado en eUas para la dctcrminación
de la cuantla, al~n del incidente qUFEdieran plantear los
demandados, no si¡nilícaba vulnerar una de valoración, sino
extender a ella lo que era objeto principal pleito.

4. Denuncian tambi6n los recurrentes como preceptos infrin­
pdos, los arts. 14, 17.1 Y 9.3 de la Constitución. En reüidad estas
infracciones no se .formulan con entidad propia, sino todas eUas en
relación con el an. 24.1, que, como ya hemos dicho, es el precepto
principalmente invocado, en tomo al cual ¡ira toda la argumenta­
ción del recurso. No obstante, sucintamente, examinamos estas
infracciones.
Res~ del an. 14 y la desigualdad a que pueden conducir las

DispoSIciones transitorias de la I:ey 34/1984, haciendo deDender de
la mayor o menor celeridad de los Tribunales, o del volumen de
tra!J'lio que tenaan, la aplicación de unas u otras normas, hay que
decir que no es 6ste el sentido de las discriminaciones prohibidas
por dicho precepto. Las cIesigualdadcs de normas que se suceden en
el tiempo -es itiherente o consustancial al sistema de producción
normaUva. Lo contrario conducirla al absurdo, de impedir cual­
quier modificación lepI, porque siempre, por cwdadosas y detallis­
tas que fueran las disposiciones transitorias, habrla casos iguales
que, regulados por unas u otras normas, en razón del tiempo de su
entrada en viJor, o de su aplicación transitoria, conducirlan a
resultados desiguales, que por ser consecuencia de politica legisla­
tiva, y no de criterios discriminatorios, no auarda relación alguna
con el principio de igualdad del an. 14 de la Constitución.
Tampoco se aporta, como dice el Ministerio Fiscal, el t6rmino de
comparación que permita examinar la desigualdad invocada,
realmente, como mera hipótesis.
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La seauridad a 'lue se refiere el art. 17.1 de la Constitución, nn
es la seguridad jundica comprendida en el art. 9.3 de la Norma
fundameotal. No se ha producido, pues, obviamente infracción
aJauna que pueda guardar relación con los derechos a la libertad Y
a ra seguridad a los que se contrae el art. 17.1. Y tampoco puede
tomarse en consideración la seauridad juridica del art. 9.3, porque
este precepto, con arreglo a la propia Constitución, art. S3.2, y
al arto 41.1 de la LOTe, no es susceptible del recurso de amparo.
aparte de que, como reiteradamente ha declarado este Tnbunal, no
puede confundirse la irretroactividad de las normas restrictivas de
derechos individuales, con la sucesión de normas en el tiempo, que
es lo que OCUlTe con las modificaciones de la Ley 34/1984, que, por
lo demás, en sus Disposiciones transitorias se ajusta en términos
generales a la reg1a tempus r<git actum. de aplicación normal a las
disposiciones procesales.

S. Los recurridos en este proceso constitucional solicitan en su
escrito de alegaciones la imposición de costas a la parte recurrente.
El arto 9S.2 de la LOTC dispone: «E1 Tribunal podrá imponer las
costas que se derivasen de la tramilación del proceso a la parte o
partes que hayan mantenido posiciones infundadas, si apreciase
temeridad o mala fo». La Sala no aprecia la concurrencia de estas
circunstancias en la actuación de los recurrentes, Y. por tanto, no
hace pronunciamiento alguno en cuanto a costas.

FALLO
En atención a todo lo expuesto...~1 Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE LE l..uNFlERE LA CONSTITU­
C10N DE LA NAClON ESPAÑOLA.

Ha decidido:
Desestimar el recurso de amparo interpuesto por el~r

de los Tribunales don Luis Pulgar Arroyo, en represenlación de don
Serafln Navarro García, .y de su esposa, do~ Emilia ~tejón
Attigas, contra el Auto dietado por la Sala Primera del TnbunaJ
Supremo, de fecha 30 de enero de 1986, deses~torio del~
de queja mterpuesto contra el de la Sala de lo Civil de la Audiencta
Territorial de Bilbao, de 27 de noviembre de 1985.

Publíquese esta Sentencia en el oBoletln 0ficiaJ del Estado», y
comuniquese la misma al Juzgado de Distrito núm. 3 de Bilbao, a
efectos de que levante la suspensión acordada en el Auto de 11 de
marzo de 1987.

Dada en Madrid, a veintinueve de junio de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre Se­
gnra.-Fernando García-Mon y González-Regueral.-Carlos de la
Vega Benayas.-JesÚs Leguina ViIla.-Luis López Guem.-Firmados
y rubricados.

16004

16007

16008

16010 CORRECC/ON de errores en el texto de la Sentencia
número 75/1987, del Tribunal Constitucional. publi·
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estada»
número 137. de 9 de junio de 1981.

Advenidos errores en el texto de la Sentencia núm. 7S/1987, del
Tribunal Constitucional, publicada en el suplemento al .Boletín

CORRECCION de errores en el texto de la Sentencia
número 71/1987. del Tribunal Cons/llUClOnal. publI­
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
número 137, de 9 de junio de 1981.

Advertidos errores en e¡texto de la Sentencia núm. 71/1987, del
Tribunal Constitucional, publicada en el suplemento al oBolelín
Oficial del Estado~ núm. 137, de 9 de junio de 1987, se transcnben
a continuación las oportunas correccIOnes:

En la página 21, primera columna, párrafo ~, !ínea S, donde
dice: ocSánchez Millón», debe dectr: ocSánchez Mlñon».

En la página 21, segunda columna, párrafo 4, línea 4, donde
dice: «IItayo de 1987~, debe decir: omayo de I986~.

CORRECC/ON de errores en el texto de la Sentencia
número 72/1987, del Tribunal Constitucional, publi­
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
número 137. de 9 de junio de 1981.

Advenidos errores en el texto de la Sentencia núm. 72/1987, del
Tribunal Constitucional, publicada en el suplemento al oBoletín
Oficial del Estado~ núm. 137, de 9 de junio de 1987. se transcriben
a continuación las oportunas COrrecCIones;

En la página 22, primera columna, párrafo 3, línea 2, donde
dice: .Martinez Diazlo, debe dccir: «Martínez Die.,..

16009 CORRECC/ON de errores en el texto de la Sentencia
número 74/1987.-del Tribunal Constitucional, publi­
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
número 137. de 9 de junio de 1981.

Advenidos errores en el texto de la Sentencia núm. 74/1987, del
Tribunal Constitucional, publicada en el suplemento al .Boletín
Oficial del EstadO» núm. 137, de 9 de junio de 1987, se transcriben
a continuación las oportunas correccJ.ones:

En la página 2S, segunda columna, último párrafo, última línea,
donde dice: «proyección de». debe decir: «proyección de IllS».

En la página 14, segunda c.olumna, párrafo último, línea 2,
donde dice: «Setenw. debe decu: ~ochenta».

CORRECCION de errores en el texto de la Sentencia
número 42/1987. del Tribunal Constitucional. publi·
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado..
número 107. de 5 de mayo de 1987.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia número 42/1987,
del Tribunal Constituciona~ publicada en el suplemento al «Bole­
tín Oficial del Estado» núm. 107, de S de mayo de 1987, se
transcriben a continuación las oportunas correcciones:

En la página 7, segunda columna, párrafo 2, línea 3, donde dice:
«1979, en», debe dectr: «1979, alteró en».

16006 CORRECCION de errores en el texto de la Sentencia
número 66/1987. del Tribunal Constitucional, publi·
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
número 137. de 9 de junio de 1981.

Advenidos errores en el texto de la Sentencia nÚID. 66/1987, del
Tribunal Constitucional, publicada en el suplemento al «Bole­
tín Oficial del Estado» núm. 137, de 9 de junio de 1987, se
transcriben a continuación las oportunas correcciones:

En la página 13, segunda columna, párrafo 1, línea 21, donde
dice: .de 26 do», debe decir. «De I S de octubre de 1985, en forma
desigual respecto a la Sentencia de 26 do».

En la página 13, segunda columna, párrafo 3, línea lO, donde
dice: .de 26 do», debe decir: .de l S de octubre de 1985 a la
,obtenida en su Sentencia de 26 d~.

16005 CORRECCION de errores en el texto de la Seruencia
número 65/1987. del Tribunal Constitucional. publi­
cada en el suplemento al ((Boletl'n Oficial del Estado»
número 137. de 9 de junio de 1987.

Advenidos errores en el texto de la Sentencia núm. 6S/1987, del
Tribunal Constitucional, publicada en el suplemento al «Boletín
Oficial del Estado~ núm. 137, de 9 de junio de 1987, se transcriben
a continuación las oportunas correccIones:

En la página 2, primera columna. último párrafo, línea 8, donde
dice: «y modo», debe decir. «y en modo~.

En la página 3, primera columna, párrafo 2, línea 29, donde
dice: «previstos prestados», debe decir. «prestados».

En la página 6, segunda columna, párrafo 3, última línea, donde
dice: «precepto otorgado la eficacia e imped.i..r». debe decir. «pre­
cepto impugnado la eficacia de impedir».

En la página 6, segunda columna, párrafo último, línea 7, donde
dice: «previsión de gastos y la autorización de ingresos», debe decir:
«previsión de ingresos y autorización de gastos~.

En la página 8, primera columna, párrafo S, linea 14, donde
dice: «así detenninada». debe decir: «así destina~.

En la página lO, segunda columna, párrafo último, línea 24,
donde dice: «Resolución General>., debe decir: «Resolución de la
Dirección General».


